
 
 

PRUEBAS SELECTIVAS PARA INGRESO DE PERSONAL FUNCIONARIO DE 
CARRERA. 

1 PLAZA ESCALA ADMINISTRACIÓN GENERAL, SUBESCALA ADMINISTRATIVA. 

 

PRIMER EJERCICIO 

 

1. El art. 162.1 de la Constitución Española expone que están legitimados para interponer el recurso de 

inconstitucionalidad:  
  

A. El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, el Ministerio Fiscal y los 
órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas.  

B. El Presidente del Gobierno, 50 Diputados, 50 Senadores, el Ministerio Fiscal, el Consejo General del 
Poder Judicial y los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas.  

C. El Presidente del Gobierno, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las 
Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.  

D. El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados 
ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas. 
 

2. El art. 16.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, referido a las ordenanzas fiscales, expone que contendrán al 
menos: 

 
A. La fecha de su publicación y del comienzo de su aplicación 
B. La determinación del hecho imponible, sujeto pasivo, responsables, exenciones, reducciones y 

bonificaciones, base liquidable, tipo de gravamen o cuota tributaria, período impositivo y devengo 
C. La determinación del hecho imponible, sujeto pasivo, responsables, exenciones, reducciones y 

bonificaciones, base imponible, tipo de gravamen o cuota tributaria, período impositivo y devengo. 
D. Los regímenes de declaración y de ingreso. 

 

3. Señale la respuesta incorrecta. El art. 103.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004. De 5 de marzo por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, expone que las ordenanzas 
fiscales, del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obra, podrán regular las siguientes 
bonificaciones sobre la cuota del impuesto: 
 
A. Una bonificación de hasta el 95 por ciento a favor de las construcciones, instalaciones u obras que sean 

declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, 
histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración. Corresponderá dicha 
declaración al Pleno de la Corporación y se acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto 
favorable de la mayoría simple de sus miembros.  

B. Una bonificación de hasta el 95 por ciento a favor de las construcciones, instalaciones u obras que 
favorezcan las condiciones de acceso y habitabilidad de los discapacitados. 

C. Una bonificación de hasta el 50 por ciento a favor de las construcciones, instalaciones u obras referentes 
a las viviendas de protección oficial.  

D. Una bonificación de hasta el 50 por ciento a favor de las construcciones, instalaciones u obras vinculadas 
a los planes de fomento de las inversiones privadas en infraestructuras. 

 



 
4. Según el art. 20 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, están sujetos a 

regulación armonizada (umbral) cuyo valor estimado sea igual o superior a 5.538.000 euros: 
 

A. Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios. 
B. Los contratos de servicios. 
C. Los contratos de servicios y suministros. 
D. Los contratos de concesión de obras, de concesión de servicios y de suminsitros. 

 
 

5. Señale la opción incorrecta. En el art. 10.1 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, expone que son 

funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son 

nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de 

carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

  

A. La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera.  

B. El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de doce 

meses.  

C. La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años, 

ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este 

Estatuto. 

D. La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.  

 

 
6. En el art. 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, se expone que los actos serán motivados, con sucinta referencia de hechos y 
fundamentos de derecho:  

A. Los que acuerden el desistimiento por el interesado en procedimientos iniciados de oficio. 

B. Los que resuelvan procedimientos de arbitraje.  

C. Los que resuelvan pruebas propuestas por los interesados. 

D. Los que se acuerden conforme al dictamen de órganos consultivos. 

 

7. Según el art. 21.1 de Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las entidades locales NO podrán exigir tasas por 

los servicios de: 

 

A. Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten. 

B. Alumbrado de vías públicas. 

C. Voz pública. 

D. Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares. 

 

 

8. Contra los actos firmes en vía administrativa, cuando concurran alguna de las circunstancias previstas en el 
art. 125.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, podrá interponerse:  
 
A. El recurso extraordinario de revisión. 
B. El recurso de Alzada. 
C. El recurso potestativo de reposición. 
D. El recurso extraordinario de Alzada.  

 
 



 
9. Según el art. 80.1 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, salvo disposición expresa en contrario, los informes serán:  
  

A. Preceptivos y vinculantes.  
B. Facultativos y vinculantes. 
C. Facultativos y no vinculantes.  
D. Preceptivos y no vinculantes. 

 
 

10. El art. 190.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, dispone que para las atenciones de carácter periódico o 
repetitivo, los fondos librados a justificar podrán tener el carácter:  

  
A. Anticipos de caja fija.  
B. Pagos a justificar.  
C. Libramiento de fondos periódicos.  
D. Anticipos de pago periódico.  

 
 

11. Determina el art. 184 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, que la gestión del presupuesto de gastos se 
realizará en las siguientes fases cuyo contenido se establecerá reglamentariamente, señale la fase correcta: 
 
A. Declaración de gasto. 
B. Autorización de pago. 

C. Ordenación de gasto 
D. Disposición de gasto. 

 
 

12. Señale la opción incorrecta. De acuerdo con el art. 55.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, las 
Administraciones Públicas, entidades y organismos a que se refiere el artículo 2 del presente Estatuto 
seleccionarán a su personal funcionario y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los 
principios constitucionales antes expresados, así como los establecidos a continuación: 

 
A. Transparencia. 
B. Adecuación y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección. 
C. Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección. 
D. Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección. 

 
 

13. Según el art. 150.3 de la Constitución Española, el Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios 
necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de 
materias atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las 
Cortes Generales la apreciación de esta necesidad por aprobación de:  

 
A. Mayoría de 2/3 de cada Cámara. 
B. Mayoría simple de cada Cámara. 
C. Mayoría absoluta de cada Cámara. 
D. Mayoría de 3/5 de cada Cámara. 

 
 
 
 
 
 



 
14. Se consideran contratos menores según el art. 118.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público: 
 
A. Los contratos de valor estimado inferior a 10.000 euros, cuando se trate de contratos centralizados. 
B. Los contratos de valor estimado inferior a 20.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro. 
C. Los contratos de valor estimado inferior a 30.000 euros, cuando se trate de contrato de servicios. 
D. Los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se trate de contratos de obras. 

 
15. Según el art. 24.5 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 

y buen gobierno, el Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno comunicará las resoluciones 
que se dicten en aplicación de este artículo al: 
 
A. Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 
B. Presidente del Consejo del General del Poder Judicial. 
C. Defensor del Pueblo. 
D. Presidente del Tribunal Constitucional. 

 

16. Señale la circunstancia incorrecta. El art. 41 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, expone que las entidades 

locales podrán establecer precios públicos por la prestación de servicios o la realización de actividades de 

la competencia de la entidad local, siempre que no concurra ninguna de las circunstancias siguientes: 

 

A. Que no sean de solicitud o recepción voluntaria para los administrados. A estos efectos no se 

considerará voluntaria la solicitud o la recepción por parte de los administrados. 

B. Que se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor del sector público 

conforme a la normativa vigente. 

C. Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida privada o social 

del solicitante. 

D. Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias. 

 

17. Señale la opción incorrecta. El art. 58.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, expone 

que, además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por: 

 

A. El interés de demora. 

B. Los recargos por declaración extemporánea. 

C. Las sanciones tributarias. 

D. Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes 

públicos. 

 
18. Según el art. 61.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, constituye el hecho imponible del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, la titularidad de los siguientes derechos sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y 
sobre los inmuebles de características especiales: 

 
A. De un inmueble o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos. 
B. De un derecho real de superficie. 
C. De un derecho de usufructo hereditario. 
D. Del derecho real de propiedad. 

 
 
 
 
 
 



 
19. Según el art. 10 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el ámbito temporal de las normas 

tributarias, indica que: 
 
A. Las normas tributarias entrarán en vigor al día siguiente de su completa publicación en el boletín oficial 

que corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán por plazo indefinido, salvo que se fije 
un plazo determinado. 

B. Las normas tributarias entrarán en vigor a los diez días naturales de su completa publicación en el boletín 
oficial que corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán por plazo indefinido, salvo que 
se fije un plazo determinado. 

C. Las normas tributarias entrarán en vigor a los quince días naturales de su completa publicación en el 
boletín oficial que corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán por plazo indefinido, 
salvo que se fije un plazo determinado. 

D. Las normas tributarias entrarán en vigor a los veinte días naturales de su completa publicación en el 
boletín oficial que corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán por plazo indefinido, 
salvo que se fije un plazo determinado. 

 
20. De acuerdo con el art.  55.1 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, todos los ciudadanos tienen derecho al 
acceso al empleo público de acuerdo con los principios constitucionales de: 

 
A. Igualdad, mérito, capacidad, y transparencia y de acuerdo con lo previsto en el presente Estatuto y en el 

resto del ordenamiento jurídico. 
B. Igualdad, mérito, objetividad y transparencia de acuerdo con lo previsto en el presente Estatuto y en el 

resto del ordenamiento jurídico. 
C. Igualdad, mérito y objetividad, y de acuerdo con lo previsto en el presente Estatuto y en el resto del 

ordenamiento jurídico. 
D. Igualdad, mérito y capacidad, y de acuerdo con lo previsto en el presente Estatuto y en el resto del 

ordenamiento jurídico. 
 
 

21. En el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, según el art.  101.1 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, son sujetos pasivos de este impuesto, a título de contribuyentes, las personas físicas, 
personas jurídicas o entidades del artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
que:  
 
A. Soliciten las correspondientes licencias para la construcción, instalación u obra. 
B. Quienes realicen las construcciones, instalaciones u obras. 

C. Sean dueños de la construcción, instalación u obra. 
D. Todas son correctas. 

 
 

22. El art.  21.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, expone que el Alcalde 
podrá delegar en la Junta de Gobierno Local: 

 
A. Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no 

expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los 
proyectos de urbanización. 

B. El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de 
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias 
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre 
para su ratificación. 

C. La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la 
Alcaldía. 

D. Dirigir el gobierno y la administración municipal. 
 
 



 
23. En el art.  124.2 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Recaudación,  las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de deudas o las solicitudes de suspensión 
del procedimiento de recaudación efectuadas por un responsable:  
 
A. No afectarán al procedimiento de recaudación iniciado frente a los demás responsables de las deudas a 

las que se refieran dichas solicitudes. 
B. Afectarán al procedimiento de recaudación iniciado frente a los demás responsables de las deudas a las 

que se refieran dichas solicitudes. 
C. Afectarán al procedimiento de recaudación iniciado frente a los demás responsables en el porcentaje de 

titularidad a las que se refieran dichas solicitudes. 
D. No afectarán al procedimiento de recaudación iniciado frente a los demás responsables en el porcentaje 

de titularidad a las que se refieran dichas solicitudes.  
 

24. Según el art.  29 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la constitución 
en concejo abierto de los municipios que por su localización geográfica, la mejor gestión de los intereses 
municipales u otras circunstancias lo hagan aconsejable, requiere: 
 
A. Petición de la mayoría absoluta de los vecinos, decisión favorable por mayoría de tres quintos de los 

miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma. 
B. Petición de la mayoría cualificada de los vecinos, decisión favorable por mayoría de tres quintos de los 

miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma. 
C. Petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría de dos tercios de los miembros del 

Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma. 
D. Petición de la mayoría de tres quintos de los vecinos, decisión favorable por mayoría de dos tercios de 

los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma. 
 
 

25. El Tribunal Constitucional se compone de: 
 
A. 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres 

quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del 
Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

B. 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, tres a propuesta del Congreso por mayoría de dos tercios 
de sus miembros; tres a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; tres a propuesta del Gobierno, y 
tres a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

C. 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, dos a propuesta del Congreso por mayoría de dos tercios 
de sus miembros; dos a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y 
seis a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

D. 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, dos a propuesta del Congreso por mayoría de dos tercios 
de sus miembros; dos a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; cuatro a propuesta del Gobierno, 
y cuatro a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

 
 

26. El art. 9.3 de la Constitución Española garantiza: 
 
A. El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las 

disposiciones sancionadoras de derechos individuales, la seguridad jurídica y la interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos. 

B. El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica 
y la interacción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

C. El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, 
la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

D. El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las 
disposiciones sancionadoras de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la 
interacción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 



 
 
 

27. Indique la opción incorrecta. Según el art. 62 de la Constitución Española, corresponde al Rey: 
 
A. Sancionar y promulgar las leyes. 
B. Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales. 
C. El Mando de las Reales Academias. 
D. Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente. 

 
 

28. El inicio del periodo ejecutivo, según el art.  161.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
determinará: 
 
A. La exigencia de los intereses de demora y de los recargos del período ejecutivo en los términos de los 

artículos 26 y 28 de esta ley y, en su caso, de las costas del procedimiento de apremio. 
B. La exigencia de los recargos del período ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de esta ley y, 

en su caso, de las costas del procedimiento de apremio. 
C. La exigencia de la providencia de apremio y de los recargos del período ejecutivo en los términos de los 

artículos 26 y 28 de esta ley y, en su caso, de las costas del procedimiento de apremio. 
D. La exigencia de la providencia de apremio, de los intereses de demora y de los recargos del período 

ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de esta ley y, en su caso, de las costas del procedimiento 
de apremio. 

 
 

29. Es inembargable el salario, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de la cuantía 
señalada para el salario mínimo interprofesional. Los salarios, sueldos, jornales, retribuciones o pensiones 
que sean superiores al salario mínimo interprofesional se embargarán conforme a parte de esta escala, 
señale la opción incorrecta: 
 
A. Para la primera cuantía adicional hasta la que suponga el importe del doble del salario mínimo 

interprofesional, el 30 por 100. 
B. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un tercer salario mínimo interprofesional, el 50 

por 100. 
C. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un cuarto salario mínimo interprofesional, el 70 

por 100. 
D. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un quinto salario mínimo interprofesional, el 75 

por 100. 
 
 

30. El art. 52 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los empleados públicos deberán desempeñar con 
diligencia las tareas que tengan asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de 
la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes 
principios:  
 
A. Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, transparencia, 

ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez. 
B. Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 

servicio público, transparencia, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez. 
C. Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 

servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez. 
D. Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 

servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, eficacia, honradez. 
 
 
 
 



 
31. Según el art. 113 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General 

de Recaudación, no podrán incluirse como costas del procedimiento de apremio: 
 

A. Los honorarios de empresas o profesionales ajenos a la Administración que intervengan en valoraciones, 
deslindes y enajenación de los bienes embargados. 

B. Los gastos ordinarios de los órganos de la Administración. 
C. Los pagos realizados a acreedores, según se dispone en el artículo 77.2. 
D. Los demás gastos que exija y requiera la propia ejecución. 

 
 

32. Dispone el art. 124.1 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
General de Recaudación, que el procedimiento de declaración de responsabilidad se iniciará mediante 
acuerdo dictado por el órgano competente que deberá ser notificado al interesado. El trámite de audiencia 
será de: 

 
A. 20 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo. 
B. 15 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo. 
C. 30 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo. 
D. 10 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo. 

 
 
 

33. Según el art.  66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, prescribirán a los cuatro años 
los siguientes derechos, señale la opción correcta: 
 
A. El derecho de la Administración para exigir la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación. 
B. El derecho de la Administración para determinar el pago de las deudas tributarias liquidadas y 

autoliquidadas. 
C. El derecho a exigir las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de 

ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías. 
D. Ninguna es correcta. 

 
34. Indique la opción correcta. En los art. 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación al recurso de alzada:  
  
A. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1 de esta ley, cuando pongan fin a la vía 

administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó.   
B. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el 

recurso potestativo de reposición.  
C. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente 

para resolverlo.  
D. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de dos meses si el acto fuera expreso. 

 
 

35. En el art. 77.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los 
interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un 
período de prueba por un plazo: 
 
A. No superior a treinta días ni inferior a diez. 
B. No inferior a diez días ni superior a quince. 
C. No superior a treinta días ni inferior a cinco. 
D. No inferior a quince días ni superior a treinta. 

 
 



 
36. Según el art.  127.1 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General 

de Recaudación, si el fallecimiento del obligado al pago se produce dentro del periodo voluntario, se 
requerirá al sucesor para que realice el pago dentro del plazo: 

 
A. Del artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
B. Del artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
C. Del artículo 65.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
D. Del artículo 65.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

 
 

37. En el art. 39.1 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, los actos de las Administraciones Públicas sujetos a derecho Administrativo se 
presumirán válidos y producirán efectos: 

 
A. Desde el día siguiente al que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa. 
B. Desde el día siguiente a su publicación en los diferentes medios recogidos en esta ley, salvo que en ellos 

se disponga otra cosa. 
C. Desde el primer día hábil a la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa. 
D. Desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga de otra cosa. 

 
 

38. Según establece el art. 125.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, el recurso extraordinario de revisión se interpondrá dentro del plazo de 
cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada cuando:  
 

 
A. En la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia 

judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.  
B. Aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, 

evidencien el error de la resolución recurrida. 
C. Al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos 

incorporados al expediente. 

D. La resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación 
fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme. 

 
39. Señale la opción incorrecta. Según el art.  86 de la Constitución Española, los Decretos-Leyes: 

 
A. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad a las Cortes 

Generales, convocadas al efecto en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. 
B. Las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.  
C. No podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado. 
D. No podrán afectar a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I. 

 
 

40. Según el art.  48 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General 
de Recaudación, en las garantías en aplazamientos y fraccionamientos, cuando la deuda se encuentre en 
periodo ejecutivo: 
 
A. La garantía cubrirá el importe de la deuda en periodo ejecutivo, de los intereses de demora que genere 

el aplazamiento y un 15 por ciento de la suma de ambas partidas. 
B. La garantía cubrirá el importe aplazado, incluyendo el recargo del periodo ejecutivo correspondiente, 

los intereses de demora que genere el aplazamiento, más un 20 por ciento de la suma de ambas partidas. 
C. La garantía cubrirá el importe de la deuda en periodo voluntario, de los intereses de demora que genere 

el aplazamiento y un 10 por ciento de la suma de ambas partidas. 
D. La garantía deberá cubrir el importe aplazado, incluyendo el recargo del periodo ejecutivo 

correspondiente, los intereses de demora que genere el aplazamiento, más un 5 por ciento de la suma 
de ambas partidas. 



 
41. Indique la respuesta incorrecta. Según indica el art.  32 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el 

que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, las deudas podrán extinguirse por: 
 
A. Pago, prescripción, compensación, deducción sobre transferencias, condonación, por los medios 

previstos en la normativa arancelaria y por los demás medios previstos en las leyes. 
B. Pago, prescripción, compensación, deducción sobre transferencias, condonación, por los medios 

previstos en la normativa aduanera y por los demás medios previstos en las leyes. 
C. Pago, prescripción, compensación, condonación, por los medios previstos en la normativa arancelaria y 

por los demás medios previstos en las leyes. 
D. Pago, prescripción, compensación, condonación, por los medios previstos en la normativa aduanera y 

por los demás medios previstos en las leyes. 
 
 

42. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son:  
 
A. La ley, los decretos-ley, los reglamentos y los principios generales del derecho. 
B. La ley, los decretos-ley y los reglamentos. 
C. La ley, los reglamentos y la costumbre. 
D. La ley, la costumbre y los principios generales del derecho. 

 
 

43. Conforme a lo previsto en el art. 37 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, para la constitución de las asociaciones 
administrativas, el acuerdo deberá ser tomado por: 
 
A. La mayoría de los dos tercios afectados, siempre que representen, al menos, los tres quintos de las 

cuotas que deben satisfacerse.  
B. La mayoría absoluta de los afectados, siempre que representen, al menos, la mayoría de las cuotas que 

deben satisfacerse.  
C. La mayoría de tres quintos de los afectados, siempre que representen, al menos, los dos tercios de las 

cuotas que deben satisfacerse.  
D. La mayoría absoluta de los afectados, siempre que representen, al menos, los dos tercios de las cuotas 

que deban satisfacerse. 
 

44. Según el art. 193 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, las entidades locales remitirán copia de la liquidación de sus 
presupuestos a la Administración del Estado y a la comunidad autónoma: 
 
A. Antes de finalizar el mes de marzo del ejercicio siguiente al que corresponda.  
B. Antes del mes de marzo del ejercicio siguiente al que corresponda. 
C. Antes de finalizar el mes de junio del ejercicio siguiente al que corresponda. 
D. Antes del mes de junio del ejercicio siguiente al que corresponda. 

 
45. No están sujetos al Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, según el art.  92 del texto refundido de 

la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo:  
 
A. Los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria provistos de Cartilla de Inspección Agrícola. 
B. Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la asistencia sanitaria o al traslado de 

heridos o enfermos. 
C. Los remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica cuya carga útil no sea 

superior a 750 kilogramos. 
D. Los vehículos para personas de movilidad reducida a que se refiere el apartado A del anexo II del 

Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre. 

 
 



 
46. Según el art. 118.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, en la audiencia a los interesados, cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos 
hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los interesados 
para que formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes: 
 
A. En un plazo no inferior a diez días ni superior a quince.  
B. En un plazo no inferior a quince días ni superior a veinte.  
C. En un plazo no inferior a diez días ni superior a treinta. 
D. En un plazo no inferior a quince días ni superior a treinta. 

 
 

47. De conformidad con el art. 171 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, contra la aprobación definitiva del 
presupuesto podrá interponerse directamente en la forma y plazos que establecen las normas de dicha 
jurisdicción: 
 
A. El recurso potestativo de reposición.   
B. El recurso contencioso-administrativo. 
C. La reclamación económico-administrativa. 
D. El recurso de alzada.   

 
 

48. Según el art.  68.1 de la Constitución Española, el Congreso se compone de: 
 

A. Un máximo 350 Diputados. 
B. Un máximo 450 Diputados. 
C. Un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados. 
D. Un mínimo 300 Diputados. 

 
 

49. El recurso extraordinario de revisión, según el art.  244.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, se interpondrá desde que quedó firme la sentencia judicial:  
 
A. En el plazo de dos meses. 
B. En el plazo de un mes.  
C. En el plazo de tres meses. 
D. En el plazo de seis meses. 

 
 

50. Según el art.  121 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, si el recurso de alzada se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto 
impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de: 
 
A. Diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 
B. Quince días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 
C. Veinte días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 
D. Treinta días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
PREGUNTAS DE RESERVA 

 
 

R1. El art.  24.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, establece que, en general, el importe de las tasas por la prestación 
de un servicio o por la realización de una actividad: 
 

A. Como mínimo, en su conjunto, será el coste del servicio prestado más un 2 por ciento, para atender los 
gastos generales de la entidad local. 

B. Será el coste real soportado por la entidad por la prestación del servicio. 
C. No podrá exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio. 
D. Como mínimo, en su conjunto, será el coste total del servicio prestado más un 1,5 por ciento, para 

atender los gastos generales de la entidad local. 
 
 
R2. Las entidades locales, en los términos previstos en el art.  20.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 

de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, podrán 

establecer tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio 

público local, y en particular por los siguientes: 

 
A. Ocupación del suelo de terrenos de uso público local. 
B. Apertura de zanjas, calicatas y calas en terrenos de uso público local, inclusive carreteras, caminos y demás 

vías locales, para la instalación y reparación de cañerías, conducciones y otras instalaciones, así como 
cualquier remoción de pavimento o aceras en la vía local. 

C. Ocupación de terrenos de uso público local con mercancías, materiales de construcción, escombros, vallas, 
puntales, asnillas, andamios y otras instalaciones análogas. 

D. Todas son correctas. 
 

 
R3. Indique la opción incorrecta. Son obligaciones tributarias accesorias: 

A. El interés de demora. 
B. Los recargos por declaración extemporánea. 
C. El recargo ejecutivo  
D. El recargo ordinario 

 
R4. Señale la respuesta incorrecta. Según el art.  24 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento General de Recaudación, el anuncio de cobranza deberá contener, al menos: 
 

A. El plazo de ingreso. 
B. Los lugares, días y horas de ingreso. 
C. La advertencia de que, transcurrido el plazo de ingreso, las deudas serán exigidas por el procedimiento 

de apremio y se devengarán los correspondientes recargos del periodo ejecutivo, los intereses de 
demora y, en su caso, las costas que se produzcan. 

D. La modalidad de fraccionamiento utilizable de entre las enumeradas en el artículo 23. 
 

 
R5. Indique la opción incorrecta. En el art.  2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la hacienda de las entidades locales 
estará constituida por los siguientes recursos: 
 

A. Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho público. 
B. Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles 

sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales. 
C. Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas. 
D. Los percibidos en concepto de precios públicos. 


